Moción de los diputados señores Paredes, Ascencio, Escalona, Espinoza, Mora, Muñoz, Navarro, Pareto, Rebolledo y de la diputada señora Lily Pérez.


	Modifica el decreto ley Nº 409 del 12 de agosto de 1932 y el decreto ley Nº 64 del 5 de enero de 1960, a fin de establecer normas sobre prontuario penal en las situaciones que indica. (boletín Nº 2951-07)


 


	“El régimen establecido en las prisiones, que tiende a la regeneración del delincuente y, como complemento, al mejoramiento moral y material de su familia, pierde una gran parte de su eficacia por el hecho de que el penado, después de cumplir su condena, queda marcado para toda su vida con el estigma de haber sido presidiario y que esta condición infamante queda anotada en el prontuario que se le lleva en el Registro Civil.


	Dichas anotaciones no pueden tener otra finalidad que, una vez requeridas por autoridad competente, sirvan para verificar la reincidencia en la comisión de delitos respecto de la persona en que actualmente se solicitare.


	Pero en la práctica, dichas anotaciones son solicitadas por cualquier tipo de personas para fines de la más diversa índole, destacando entre estas solicitudes aquellas que se realizan para fines laborales. Como dichas anotaciones registran únicamente el hecho de que determinadas personas tienen antecedentes criminales sin distinción del tipo penal y de la participación que en dicho ilícito le haya correspondido a la persona requerida, se fomenta una arbitrariedad respecto de éstas, pues en dichas situaciones son a priori discriminados sin dar lugar al beneficio de la duda que puede recaer sobre ellos, en el sentido de demostrar el origen de dicha anotación, la participación que le cupo en la comisión del ilícito penal o simplemente demostrar que se encuentra regenerado y readaptado a la vida social.


	Como medio de levantar la moral del ex procesado en el sentido de velar por que se le asegure una adecuada reinserción social y de fomentar el esfuerzo que le cabe en orden a buscar una mejora en sus condiciones de vida, ya sea a través de un trabajo o del estudio, el Estado debe darle la seguridad de que una vez cumplida su condena y una vez llenado ciertos requisitos, pasará a formar parte de la sociedad en igualdad de condiciones y que su paso por la prisión sólo se recordará cuando los Tribunales de Justicia lo soliciten en el marco de alguna investigación propia de la esfera de su competencia.


	En atención al hecho de que dichas discriminaciones privan a las personas afectadas de acceder a una fuente de trabajo digno, que le permita cubrir sus propias necesidades y las de su familia, y que esta situación pone a estas personas en una difícil y angustiante situación que muchas veces lo lleva a delinquir nuevamente poniendo con ello en entredicho todo el entramado social.


	El que las prisiones respondan a condiciones mínimas de salubridad, y más en general, de confortabilidad, nada tiene que ver con la reinserción social; ello se justifica sólo por el hecho de que en las mismas hay personas, seres humanos dignos, que deben estar privados de su libertad en un lugar acorde con su dignidad. El único derecho del que legítimamente priva la pena al condenado es el derecho a la libertad de movimiento, pero no lo priva de sus restantes derechos fundamentales que deben ser asegurados en el establecimiento carcelario. Como ya vimos, en la práctica, es altamente discutible que el tratamiento resocializador cumpla con sus fines dado que en aquellos países en que los penales (cárceles), en que mayor número de recursos se han destinado al tratamiento, el índice de reincidencia sigue siendo el mismo, con o sin la inversión de esos recursos, vale decir, el tratamiento obligatorio fracasa en su pretensión de rehabilitar, resocializar, etcétera.


	Y en atención al hecho de que la ley de concesiones promueve la construcción y administración de cárceles por privados y que dichos recintos deberán contar con lugares especiales para el aprendizaje de algún oficio, para los drogadictos y de segregación de los detenidos en atención a su peligrosidad y al hecho de ser primerizos o reincidentes; fomentando con ello la reinserción social de los detenidos una vez cumplida sus penas y al hecho de que la Constitución Política de la República asegura la igualdad ante la ley de todos los habitantes de ella; lo cual se vulnera cada vez que un ex procesado no es considerado para el ejercicio de algún trabajo por su condición de tal, es que vengo en promover el presente proyecto de ley.


	Situación actual:


	El decreto ley Nº 409 en su artículo Nº 1 establece que toda persona que haya sufrido cualquier clase de condena y reúna las condiciones que señala esta ley, tendrá derecho después de dos años de haber cumplido su pena, si es primera condena, y de cinco años, si ha sido condenado dos o más veces, a que por decreto supremo, de carácter confidencial, se le considere como si nunca hubiere delinquido para todos los efectos legales y administrativos y se le indulten todas las penas accesorias a que estuviere condenado.


	Para tener derecho a estos beneficios el artículo 2º del mismo cuerpo legal requiere que el ex procesado reúna las siguientes condiciones:


1)	Haber observado muy buena conducta en la prisión.


2)	Conocer bien un oficio o profesión.


3)	Poseer conocimientos mínimos de cuarto año de educación primaria.


4)	Haber estado en contacto con el Patronato Nacional de Reos durante dos años, por lo menos, si es primera vez condenado, y cinco años si ha sido condenado dos o más veces, y ser recomendado por este organismo. Donde no exista Patronato Nacional de Reos, esta recomendación será hecha por la autoridad administrativa, la judicial o la de Carabineros de la respectiva localidad, una vez transcurridos los mismos plazos señalados.


5)	Y no haber sufrido ninguna condena durante el tiempo de prueba y hasta la fecha de dictarse el decreto respectivo.


	La petición para obtener los beneficios la realiza el interesado al Ministerio de Justicia, de donde se enviará a la Dirección General de Prisiones, para que reúna y remita a ese departamento los documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 2º.


	El prontuario criminal es un documento público que da fe de la identidad de una persona y de las anotaciones judiciales que registra (Art. 1º DL Nº 64). En estos prontuarios se procederá a filiar a las personas condenadas por crímenes, simples delitos y cuasidelitos. A los infractores de faltas se les filiará y abrirá prontuario cuando hayan sido condenados por tercera vez.


	Para estos efectos, los juzgados del crimen o cualquier otro que ejerza jurisdicción en lo criminal deberán comunicar al Registro Civil local, en tantas copias como sean las personas afectadas, las siguientes resoluciones:


1)	Autos de procesamiento.


2)	Revocatorias de auto de procesamiento.


3)	Sobreseimientos definitivos.


4)	Sobreseimientos temporales.


5)	Sentencias absolutorias y condenatorias, una vez firmes o ejecutoriadas.


 


FINALIDADES


 


	Este proyecto de ley en los términos en que se está planteando tiende a proteger la igualdad jurídica de las personas, cuando éstas se reintegran a la sociedad luego de haber cumplido alguna pena de privación de libertad que importe una anotación prontuarial, debido al hecho de que éstas una vez que han cumplido su pena, al momento de querer reintegrarse a la sociedad son discriminados sólo por el hecho de haber estado en la cárcel, sin que se les conceda la oportunidad de demostrar su rehabilitación, fomentando con ello la reincidencia de los afectados por esta situación.


	También encuentra su explicación en los nuevos estándares que se exigen y exigirán en las cárceles del país en torno a posibilitar que al interior de ellas los condenados aprendan algún empleo u oficio o realicen estudios que les permitan una vez en libertad mejorar sus herramientas para ser útiles a la sociedad.


	Otra finalidad de esta ley la encontramos en el objetivo de eliminar en forma automática, una vez cumplida su condena y cumpliendo con los requisitos señalados las anotaciones prontuariales en los delitos de menor relevancia social, así como cuando se trata de primerizos en esta situación y que demuestran, en las condiciones fijadas en la ley su ánimo de reinsertarse a la sociedad.


	Que no exista prontuario en el caso de que las anotaciones provengan de faltas. Que los mecanismos de comunicación entre la autoridad que maneja dichos prontuarios sea más rápida y expedita y que no se requiera en algunos casos solicitud de parte para eliminar anotaciones. Que las solicitudes de prontuarios se puedan realizar sólo por autoridades competentes y por particulares en casos calificados, para evitar así discriminaciones arbitrarias, favoreciendo la reinserción social.


 


ÁMBITO DE APLICACIÓN:


 


	El presente proyecto de ley en atención al profundo sentido resocializador que tiene, no puede ser entendido como un beneficio aplicable a todo tipo de condenas, pues si así fuere se podría desvirtuar su fin último en el sentido de evitar que aquellos condenados por delitos de menor connotación social o que son primerizos, y fundamentalmente aquellos que encontrándose privados de libertad han observado una conducta sobresaliente, concurriendo ya sea a la escuela o talleres del recinto penal para terminar o iniciar según sea el caso, sus estudios, o para aprender algún arte u oficio, es que creo necesario acotar su ámbito de aplicación dejando fuera de este beneficio a los siguientes condenados por los delitos que indica:


1.	Los condenados a presidio perpetuo calificado, situación que se explica en el hecho de que esta pena fue considerada como derogatoria de la pena de muerte para delitos de mayor connotación social y cuya gravedad importó la creación de esta figura jurídica y la consiguiente limitación de los beneficios intra y extracarcelarios de que pueden gozar los condenados a dicha pena.


2.	A los condenados por delitos de parricidio, homicidio calificado; robo con homicidio; violación con homicidio, violación de persona menor de doce años; infanticidio y elaboración y tráfico de estupefacientes, delitos en los cuales, dada su connotación social y la importancia social asignada al bien jurídico protegidos por estos tipos penales, sus infractores seguirán sujetos a los procedimientos actualmente vigentes para la eliminación de sus antecedentes criminales pues la aplicación a su respecto de las normas contenidas en este proyecto de ley, no es posible pues claramente éstas van destinadas a delincuentes de menor peligrosidad cuya reinserción social en los términos señalados es posible y necesaria.


	Por consiguiente, en mérito de los puntos precedentes vengo en someter a la consideración esta honorable Corporación la siguiente moción:


	Modifíquese el decreto ley Nº 409 en los términos que indica:


	Artículo 1.- Toda persona que haya sufrido cualquier clase de condena y reúna las condiciones que señala esta ley, tendrá derecho a que en forma inmediata al cumplimiento de su pena, cuando fuere primera condena y transcurridos tres años si ha sido condenado dos o más veces, a que por decreto supremo, de carácter confidencial, se le considere como si nunca hubiere delinquido para todos los efectos legales y administrativos y se le indulten todas las penas accesorias a que estuviere condenado.


	Artículo 2.- Para tener derecho a estos beneficios se requiere que el procesado reúna las siguientes condiciones:


1)	Conducta intachable demostrada mediante certificado escrito expedido para tales efectos por el encargado del recinto penitenciario en que hubiere cumplido condena.


2)	Conocer bien algún oficio o profesión o mostrar interés por aprenderlo.


3)	Poseer al menos enseñanza básica completa.


	La autoridad penitenciaria a cargo del condenado, mientras éste cumple condena y en los casos de los números 2 y 3 tomará las medidas necesarias para que aquel que no conozca algún empleo u oficio o no cuente con los estudios requeridos, los adquiera mientras se encuentra privado de libertad otorgando las debidas facilidades al respecto.


4)	En el caso de los reincidentes haber estado en contacto con el Patronato Nacional de Reos o con la autoridad administrativa respectiva o con carabineros cuando no hubiere Patronato, un período de dos años.


5)	En el caso del número 4 mantener durante el período de observación una conducta intachable, demostrable y no haber sido condenado nuevamente por delito o simple delito que merezca una pena igual o superior a la que originó su situación actual.


	Artículo 3.- Quedan exceptuadas de las condiciones establecidas en los números dos y tres precedentes las personas en que por razón de su edad, condición física o mental no puedan ejercer alguna profesión u oficio no puedan completar sus estudios.


	En estos casos una vez cumplidas las demás condiciones quedarán automáticamente borrados de los prontuarios judiciales y dejados bajo tutela médica cuando corresponda.


	Artículo 4.- La petición para la obtención de estos beneficios la hará el interesado en forma personal al Ministerio de Justicia, el cual deberá escuchar a la autoridad penitenciaria que corresponda para verificar el cumplimiento de las condiciones fijadas por esta ley.


	Artículo 5.- Aquella persona o autoridad que divulgue de cualquier modo los antecedentes judiciales de una persona cuando ésta ha sido favorecida con las disposiciones anteriores, le serán aplicables las sanciones establecidas en los artículos 243 y 244 del Código Penal.


 


MODIFÍQUESE EL DECRETO LEY Nº 64 EN LOS TÉRMINOS QUE INDICA


 


	Artículo 1.- Prontuario penal es un documento público que da fe de la identidad de una persona y de las anotaciones judiciales que registra. Este prontuario deberá contener las siguientes menciones:


1)	Individualización jurídica de la persona.


2)	Individualización dactiloscópica.


3)	Fotografía.


4)	Anotaciones judiciales.


	Artículo 2.- La apertura, actualización y custodia de los prontuarios estará a cargo del Registro Civil e Identificación, cuyo director será responsable del mal uso que de dichos informes se haga.


	La copia de dichos prontuarios sólo podrá solicitarse por tribunales de justicia en el marco de alguna investigación judicial; por el propio interesado, y por terceros cuando demuestren sin lugar a dudas la necesidad de dicha solicitud, como por ejemplo, cuando se ofrezca algún empleo que requiera una moral intachable.


	En todo caso dicho prontuario no se limitará a indicar la existencia de antecedentes, sino que especificará el motivo de la condena, delito del cual se le acusa, grado de participación en dicho ilícito y demás antecedentes que clarifiquen el origen del prontuario además de la conducta que el inculpado hubiese mantenido durante la reclusión (si la hubo), y en especial si durante dicho período aprendió algún empleo u oficio o realizó estudios de cualquier tipo.


	Artículo 3.- Se procederá a filiar y abrir prontuario penal a las personas condenadas por crímenes y delitos que merezcan penas aflictivas.


	Artículo 4.- Los Juzgados del crimen o cualquier autoridad que ejerza jurisdicción criminal y sin que sea necesario solicitud de parte o de otra autoridad, y del modo que parezca más rápido, confidencial y oportuno, comunicarán al Registro Civil correspondiente las siguientes resoluciones:


1)	Autos de procesamiento.


2)	Revocatoria de autos de procesamiento.


3)	Sobreseimientos definitivos.


4)	Sobreseimientos temporales.


5)	Sentencias absolutorias y condenatorias.


	Todas estas resoluciones se comunicarán una vez que se encuentren firmes o ejecutoriadas.


	Artículo 8.- Se eliminarán las anotaciones prontuariales cuando:


1)	Se haya dictado respecto del inculpado sentencia absolutoria.


2)	Se haya dictado sobreseimiento definitivo.


3)	Haya prescrito el delito objeto de investigación.


4)	El imputado fuere sobreseído temporalmente en los términos del artículo 409 Nºs 1 y 2 del Código de Procedimiento Penal, o en los términos del artículo 252 del Código Procesal Penal.


5)	El imputado sea favorecido por una ley de Amnistía.


6)	Se trate de anotaciones manifiestamente falsas.


7)	Hayan transcurrido dos años desde el cumplimiento de la condena en el caso de simples delitos que merezcan pena aflictiva y cinco años en el caso de crímenes, además de la concurrencia de los demás requisitos legales, en conformidad a lo señalado en el artículo primero del decreto ley Nº 409.


8)	En el caso de condenados menores de 18 años, por delitos que merezcan pena aflictiva un año después de cumplida dicha pena y en las condiciones señaladas en el decreto ley Nº 409.


	Se excluye de este proyecto a:


1)	Los condenados a presidio perpetuo calificado, situación que se explica en el hecho de que esta pena fue considerada como derogatoria de la pena de muerte para delitos de mayor connotación social y cuya gravedad importó la creación de esta figura jurídica y la consiguiente limitación de los beneficios intra y extracarcelarios de que pueden gozar los condenados a dicha pena.


2)	A los condenados por delitos de parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, terrorismo, violación con homicidio, violación de persona menor de doce años, infanticidio y elaboración y tráfico de estupefacientes, delitos en los cuales dada su connotación social y la importancia social asignada al bien jurídico protegidos por estos tipos penales, sus infractores seguirán sujetos a los procedimientos actualmente vigentes para la eliminación de sus antecedentes criminales, pues la aplicación a su respecto de las normas contenidas en este proyecto de ley, no es posible pues claramente éstas van destinadas a delincuentes de menor peligrosidad cuya reinserción social en los términos señalados es posible y necesaria”.


 





